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	De la Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma el Código Penal Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

	

INICIATIVA DE LEY DE REFORMAS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN A CARGO DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO. 
  
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México 
  
Gloria Lavara Mejía, Verónica Velasco Rodríguez, Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés y Emilia Patricia Gómez Bravo, Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las Comisiones de Justicia y Estudios Legislativos para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley: 

  
EXPOSICION DE MOTIVOS. 
  
  
La actuación de mafias organizadas, el descuido de los padres y la ineficacia de las autoridades para aprehender a los transgresores, han contribuido a reforzar la idea de que el delito de sustracción de infantes, para traficar con ellos, cada día cobra más víctimas que las que reconocen las fuentes oficiales. 
  
A partir del mes de noviembre del año dos mil, quedó instaurada e inició formalmente sus actividades la Fiscalía Especial de Tráfico de Menores, la cual se encuentra adscrita a la Unidad Especializada en Delincuencia Organizada de la Procuraduría General de la República, para conocer del tráfico de menores con fines de traslado fuera del territorio nacional. 
  
Según cifras de la Procuraduría General de la República, 130 mil niños desaparecieron de hogares mexicanos, de 1996 a la fecha, de los cuales el 70 por ciento sucedieron por sustracción de uno de los padres, y el resto fueron arrancados del seno familiar por algún desconocido, desafortunadamente, la cifra verdadera nadie la conoce. 
  
Estudios realizados por algunos organismos no gubernamentales, como el denominado “México Unido Contra la Delincuencia”, arrojan que en nuestro país se presenta anualmente la sustracción de 45 mil infantes, y que Estados Unidos de América y Canadá son los países en donde van a parar los niños robados en México, ya que por cada infante, en esas naciones, se paga hasta 30 mil dólares; además de que la frontera norte es el mercado más grande de órganos humanos extraídos a los menores. Asimismo las mafias dedicadas al tráfico de menores, se han extendido prácticamente por todo el mundo. 
  
La organización denominada “Buscando a Nuestros Hijos”, ha realizado un estudio sobre los diversos destinos que pudieran tener los menores sustraídos de acuerdo a la edad en que son arrancados de sus padres, señalando que en la sustracción de bebés, desde recién nacidos hasta los seis años de edad, el móvil es la venta de estos niños a parejas que no pueden concebir; de seis a diez años de edad, la sustracción se lleva a cabo para explotarlos obligándolos a pedir limosna, realizar trabajos domésticos o utilizarlos para la venta de diversas mercancías; de los 10 a los 18 años de edad, los menores son prostituidos u obligados a participar en trabajos de pornografía. 
  
Uno de los aspectos que no podemos ni debemos perder de vista, es que tal como se manifestó en el “Foro Niños Robados”, realizado por la Cámara de Diputados el pasado mes de abril, existen padres que venden a sus propios hijos para que, en el mejor de los casos, sean dados en adopción a matrimonios estériles radicados en el extranjero o incluso en el país, sin embargo nadie garantiza que el destino de los menores no será distinto al de la adopción. 
  
Hasta ahora, dependencias como el DIF y las procuradurías generales de justicia locales, poco han podido hacer cuando se enfrentan a una de las variedades más crueles de la esclavitud humana: la sustracción de infantes con fines comerciales, pues desafortunadamente se sabe que serán utilizados para adopciones ilegales, para tráfico de órganos,  explotación laboral o bien para pornografía. 
  
Los afligidos padres a quienes personas ajenas a su familia les han arrancado a sus hijos, manifiestan que las instituciones del gobierno mexicano poco hacen en realidad para recuperar a sus hijos sustraídos o extraviados. Según estudios realizados por las agrupaciones formadas por padres que se encuentran viviendo la pesadilla de la desaparición de sus hijos, las ciudades con mayor índice de sustracciones son, en ese orden, el Distrito Federal, Guadalajara, Acapulco, Ciudad Juárez y Cancún.


La INTERPOL México, no tiene estadísticas de niños robados, porque las denuncias se hacen ante las procuradurías locales. Sin embargo, su director ha señalado en diversos foros que las principales causas de sustracción o extravío de niños es el secuestro, o sustracción por parte de familiares, que se da por desatención o maltrato por parte de los padres; cuando una mujer no puede engendrar, entonces sustraen o compran ilegalmente a los menores; o cuando son sustraídos por explotadores que lucran con la mendicidad. También han detectado bandas que se dedican a practicar adopciones ilegales; buscan niños a quienes sus madres no quieren y falsifican los papeles necesarios para estas adopciones. 
  
Esta institución establece que un método verdaderamente probado para combatir el tráfico de menores, es la prevención, que implica la cultura de seguridad. Por ello, se recomienda que desde el nacimiento de un niño se debe tener identificado su tipo de sangre, las huellas digitales y sus rasgos físicos; esta prevención debe darse no sólo entre los padres de familia, sino en centros escolares, hospitales, centros de maternidad y autoridades.

  
Es un hecho que la sustracción de infantes, que en el caso de México ha alcanzado proporciones alarmantes, ha dado pie a la constitución de diversas organizaciones de la sociedad civil que se han dedicado, en los últimos años, a tratar de localizar a los niños desaparecidos. Organizaciones no gubernamentales como la Federación Niños Desaparecidos de México, la Asociación Mexicana de Niños Robados y Desaparecidos, El Centro de Atención de Personas Extraviadas y Ausentes (CAPEA), la Asociación Pro Recuperación de Niños Extraviados y Orientación a la Juventud de México (APRENEM), México Unido Contra la Delincuencia AC y la Fundación Nacional de Investigaciones de Niños Robados y Desaparecidos (IAP), han intensificado la lucha para frenar el tráfico de menores. 
  
Sin embargo, la estrategia para ayudar en la búsqueda de personas desaparecidas, por parte de estas instituciones, parece ser insuficiente, toda vez que no se cuentan con los recursos materiales y humanos que permitan atacar eficazmente el problema, de allí la imperiosa necesidad de captar patrocinadores, recurriendo a la ayuda de empresas refresqueras y jugueras, así como de transportación terrena, que colaboran pegando carteles o calcomanías en sus respectivos productos, donde va la fotografía del menor sustraído. “México Unido Contra la Delincuencia”, ha implementado el programa denominado “Reencuentro”, que consiste en establecer una comunicación directa con las embajadas de Estados Unidos de América y Canadá, así como boletinar las imágenes de los niños sustraídos para evitar su paso a través de la frontera norte.   
  
Es importante destacar que uno de los problemas que nos parece centrales y que no se encuentran regulados en la legislación mexicana, es el hecho de que las bandas de traficantes han creado redes entre los diversos estados de la República Mexicana, situación que les permiten eludir la justicia federal, pues de acuerdo a las reformas hechas a la legislación penal federal y a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, las autoridades federales únicamente podrán conocer del tráfico de menores cuando los delincuentes trasladen o entreguen al infante fuera del territorio nacional, pero no pueden actuar cuando los menores no son trasladados dentro del territorio nacional y son traficados dentro de nuestras fronteras. 
  
Este último presupuesto, es decir cuando los menores son traficados comercialmente dentro del territorio nacional, es un aspecto que no debemos perder de vista y desde este momento tenemos la obligación de atacar, dándole la importancia que el caso amerita. En base a nuestra legislación vigente, cuando el tráfico de menores se lleva a cabo dentro del país, es competencia de las autoridades locales, situación que resulta una verdadera pesadilla para los denunciantes que tienen que enfrentarse a barreras operativas y burocráticas para la persecución del delito, pues tal como se señaló en los testimoniales expresados en el “Foro Niños Robados”, en muchas ocasiones los menores son trasladados de un estado a otro y cuando los padres, que por sus propios medios realizan recorridos e investigaciones, acuden a las autoridades locales para solicitar su intervención, se encuentran a problemas como el que deben contar con un oficio de colaboración donde la autoridad que primero conoció de la denuncia le solicite que intervenga, y cuando se llega a contar con el oficio de colaboración resulta que los traficantes ya se trasladaron a otra entidad. 
  
Ante situaciones como ésta, consideramos pertinente que además de las autoridades locales, la autoridad federal también conozca del delito, con el propósito de eliminar esas barreras burocráticas que tanto propician la impunidad, por lo cual se propone elevar a rango federal el delito de tráfico de menores cuando este se dé dentro del territorio nacional, sin que esto implique excluir a las autoridades locales en la investigación y persecución del delito, pues se considera que un ilícito de esta naturaleza será atacado de mejor manera si existe concurrencia de autoridades locales y federales, ya que aunado a los trámites y procedimientos administrativos que deben seguir las autoridades locales para obtener la colaboración entre sí, de sobra es conocido que no cuentan con la infraestructura necesaria para brindar una óptima procuración de justicia en casos como el que se analiza. 
  
En el ámbito internacional, mafias occidentales, estadounidenses y europeas dedicadas al tráfico de niños han enfocado sus baterías sobre Sudamérica, en especial Colombia, Venezuela y Perú, donde la miseria, la violencia y la desintegración familiar son el caldo de cultivo que hace de la venta de menores con fines de prostitución, adopción, tráfico de órganos y donaciones ilegales, un jugoso negocio. 
  
Si bien es cierto que el tráfico de infantes se manifiesta con mayor frecuencia en países tercermundistas, no podemos olvidar el caso de China, donde desde 1979 la política de “un solo hijo” provocó que aumentara el tráfico de infantes -siempre varones- y desanimó a las parejas, las cuales interrumpían el embarazo cuando sabían que el producto era femenino, ya que en este país se considera de mal augurio que el primogénito sea mujer. Normalmente la localización de los varones es prácticamente imposible, y aunque la venta de menores en China ya fue denunciada por los responsables de la UNICEF, las autoridades chinas se ven rebasadas en su intento por detener a estas mafias. 
  
La demanda internacional de adopción ha creado un mercado negro, en el cual los niños guatemaltecos son vendidos o en algunos casos inclusive robados. Con las débiles regulaciones de adopción en América Latina, Guatemala se ha convertido en la base de negocios de este tipo por las facilidades existentes, donde los niños son tratados, nada más que como una mercancía. Más de 900 bebes guatemaltecos fueron puestos en adopción internacional en 1996, un 30% más que el año anterior. Aproximadamente la mitad de los niños adoptados van a familias en Estados Unidos de América, también Canadá y algunas naciones europeas han adoptado muchos niños y niñas guatemaltecos. Diversos investigadores señalan que algunos niños son comprados o robados a los padres naturales. Los traficantes también se encargan de contratar mujeres para que aparenten que ellas son las madres biológicas. 
  
Los casos de niños robados son más difíciles de probar, la Oficina de Protección al Niño, indica que los reportes de niños desaparecidos se han incrementado dramáticamente desde el norte de México hasta cerca de la frontera Guatemalteca; señala también que tienen evidencias de que los prostíbulos se prestan a generar ayuda para el tráfico, pues en algunos casos las prostitutas se embarazan y el dueño del burdel las obliga a tener el bebé, que luego les es quitado. 
  
En Estados Unidos de América, cada 40 segundos un niño se reporta perdido, según un estudio realizado por el Departamento de Justicia norteamericano, 359 mil menores son abducidos cada año y de éstos, 4 mil 600 son secuestrados por extraños; muchos de estos casos, terminan en violaciones, lesiones e incluso muerte. A estas cifras se suman los 114 mil 600 intentos de secuestro, 500 mil fugas y 127 mil abandonos de niños. 
  
Tomando los casos de abducción parental, más de 340 mil al año, se identificaron 163 mil, que incluyen ocultamiento del menor, transportación fuera del estado e intento de quedarse permanentemente con el niño. 
  
Respecto de las circunstancias en las que los menores son recuperados: un 52,1% retorna voluntariamente al hogar; un 39,8% se contacta con alguna autoridad legal o policial; un 1,4 % se contacta con otros que no son autoridades legales o policiales; un 1,2 % tiene paradero desconocido y un 0,2 % permanece emancipado. Dadas las cifras y la antigüedad del problema (hace casi dos décadas se comenzó a concientizar a la población sobre esta problemática), E. U. A. cuenta con efectivas campañas en los medios de comunicación; en conjunto con las empresas privadas. Un ejemplo son las fotos de los niños en los envases de productos lácteos; y los sitios en Internet, que buscan a menores y, a veces, a sus secuestradores. 
  
Como podemos observar, el problema del tráfico de menores es bastante complejo, sin embargo nosotros como legisladores no debemos permitir que este delito alcance niveles de otros países; debemos iniciar desde ahora la instrumentación de candados que impidan que este tipo de delitos crezcan y se conviertan en situaciones fuera de control. 
  
Primeramente, es importante destacar que en la actualidad en los supuestos señalados en los artículos 366, 366 ter y 366 quater del Código Penal Federal, se establece que se sancionarán únicamente si el traslado de un menor de dieciséis años se realiza fuera del territorio nacional, nosotros proponemos que también se sancione el traslado dentro del territorio nacional, pues es sabido que algunos menores son sustraídos con la intención de ser explotados sexual y laboralmente, en un Estado de la República Mexicana distinto a aquel en el que se produjo la sustracción. 
En segundo término se propone implementar una medida en el Código Penal Federal para contrarrestar el que los traficantes de menores cambien de lugar de cautiverio a sus víctimas. Esto es muy importante porque se tiene conocimiento que una de las principales fallas de la persecución del delito, se encuentra en la imposibilidad que tienen los estados para detectar físicamente al delincuente, por la movilidad de éstos.  Por ello se propone la creación de una nueva fracción VIII, del artículo 215 del Código Penal Federal con la idea de imponer sanciones a aquellos funcionarios que no informen de manera rápida, cuando lo sepan, del cambio de lugar de cautiverio de un menor que está siendo victima de tráfico ilegal. Así, se promueve una mayor agilidad en los procedimientos para la persecución del delito. 
  
Finalmente en la reforma al artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, al igual que en nuestra propuesta sobre el secuestro, se considera que el tráfico de menores previsto en el artículo 366 Ter, pueda atacarse desde el ámbito local y federal, de tal manera que la atención al delito no sea excluyente, sino concurrente y pueda ser atacado desde ambas instancias. Puede llamarse a la concurrencia, cuando la autoridad federal atraiga el caso y se determine la acción entre las dos instancias de gobierno. Lo interesante de esta propuesta, es que la atracción del delito no será exclusiva del Poder Federal, ahora la autoridad persecutoria estatal podrá solicitar la atracción del caso. De esta manera, habrá un referente obligado de comunicación entre los dos niveles de gobierno y se fortalecerá paralelamente el federalismo de tipo judicial. Esta medida, reduciría en mucho las atribuciones discrecionales que tiene el Ejecutivo Federal para atraer el caso y obligaría necesariamente a su persecución. 
  
Por todo ello, los senadores integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, respetuosamente sometemos a este H. Pleno, la siguiente Iniciativa de: 
  
  
DECRETO mediante el cual se reforma la fracción III, del artículo 366; se reforma el primer párrafo y se deroga el último párrafo del artículo 366 Ter; se reforma el segundo párrafo de la fracción II, del artículo 366 Quater, del Código Penal Federal; se reforman los incisos a) y m), de la fracción I, del artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

  
ARTICULO PRIMERO.- Se adiciona una nueva fracción VIII al artículo 215, recorriéndose las subsecuentes fracciones; se reforma la fracción III del artículo 366; se reforma el primer párrafo y se deroga el último párrafo  del artículo 366 Ter; se reforma el segundo párrafo de la fracción II, del artículo 366 Quater, del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

  

Artículo 215.- Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores públicos que incurran en alguna de las conductas siguientes: 
I..... VII... 
VIII.- Cuando la autoridad competente tenga conocimiento de que la persona privada de su libertad ha sido cambiada de su lugar de cautiverio y no informe a la autoridad local o federal respectiva en menos de cuarenta y ocho horas.  
IX…. 

  

Artículo 366.- ….. 

I….. 

II….. 

III. Se aplicarán de veinticinco a cincuenta años de prisión y de cuatro mil a ocho mil días multa, cuando la privación de la libertad se efectúe con el fin de trasladar a un menor de dieciséis años dentro o fuera del territorio nacional, con el propósito de obtener un lucro indebido por la venta o la entrega del menor. 

….. 

  

Artículo 366 ter.- Comete el delito de tráfico de menores, quien traslade a un menor de dieciséis años de edad o lo entregue a un tercero, de manera ilícita, dentro o fuera del territorio nacional, con el propósito de obtener un beneficio económico indebido por el traslado o la entrega del menor. 

…… 

  

Artículo 366 Quater.- ….. 

I….. 

II….. 

Se impondrán las penas a que se refiere este artículo al padre o madre de un menor de dieciséis años que de manera ilícita o sin el consentimiento de quien o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia del menor, sin el propósito de obtener un lucro indebido, lo trasladen dentro o fuera del territorio nacional con el fin de cambiar su residencia habitual o impedir a la madre o padre, según sea el caso, convivir con el menor o visitarlo. 

….. 

  

ARTÍCULO SEGUNDO.-  se reforman los incisos a) y m), de la fracción I, del artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue: 

  

Artículo 50.- ….. 

I….. 

….. 

a) Los previstos en las Leyes Federales y en los Tratados Internacionales, en el caso del Código Penal Federal, tendrán ese carácter los delitos a que se refieren los incisos b) al m) de esta fracción; 

….. 

….. 

m) Los previstos en los artículos 366, fracción III; 366Ter y 366 Quater del Código Penal Federal. En el caso del tráfico de menores podrá haber concurrencia entre las autoridades locales y la autoridad federal. 

  
TRANSITORIO 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los veinticuatro días del mes de Octubre de 2002. 
 

 

Sen. Jorge Emilio González Martínez.  

 

Sen. Verónica Velasco Rodríguez. 

 

Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés. 
Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo. 

 

Sen. Gloria Lavara Mejía.



